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Procede la Sala a dictar sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por medio de apoderado por el ciudadano DANIEL DE JESÚS PÉREZ NARANJO, donde figuran como accionados los Juzgados Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), Promiscuo Municipal de Guática (Rda.) y la Fiscalía Doce (12) Delegada ante los Juzgados Promiscuos Municipales de Guática y Quinchía.

1.- SOLICITUD 

En la demanda incoada, el abogado que representa los intereses del señor DANIEL DE JESÚS PÉREZ NARANJO, empieza por consignar paso a paso algunas incidencias de lo que fue el proceso penal adelantado en contra de su prohijado y el señor FERNANDO ANTONIO GALLEGO RAMÍREZ, por el delito de hurto agravado, que culminó con sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática (Rda.). La sanción impuesta, fue la de prisión por sesenta y cuatro (64) meses, empero, apelada la decisión, el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), confirmó el fallo pero lo modificó al determinar que la pena sería del orden de cincuenta y seis (56) meses de prisión.

El ataque efectuado por el actor mediante el trámite constitucional contra el procedimiento desarrollado, en apretada síntesis, lo podemos resumir así:

1)- La Fiscalía al disponer la apertura de investigación se basó en las informaciones suministradas por los integrantes de la Policía y demás declarantes, cuyas atestaciones ya se encontraban viciadas por darse en ellos un proceso de subjetivización acerca de la responsabilidad y comisión del presunto ilícito de hurto de ganado, en especial cuando se consignó que al momento de capturar al señor DANIEL DE JESÚS PÉREZ, que fue éste quien hurtó el ganado en compañía de FERNANDO GALLEGO, obrando bajo presión al ser contratados por LEONEL ÁLVAREZ, situación que no fue ratificada por las demás personas presentes al momento de la aprehensión. Duda de la capacidad probatoria de un informe de inteligencia o de policía y su consecuente ratificación, frente a lo manifestado por el indagado sobre su ajenidad a los hechos. Luego de traer a colación extracto de una decisión de la Corte Suprema de Justicia, que utiliza en sustento de su tesis, continúa afirmando que al valorar tales elementos de juicio no corresponden al contexto real y se refieren a hechos que no fueron probados dentro del debate probatorio.

2)- Critica pruebas de índole testifical, en cuanto manifestaron reconocer a los implicados sin que exista constancia de hacerse reconocimiento en fila de personas.

3)- El señor DANIEL PÉREZ al rendir indagatoria se mostró ajeno a los hechos así como a la procedencia del ganado y manifestó que al momento de la captura se encontraba atado, lo cual no se estableció si correspondía o no con la realidad, dado que no se llamó a declarar al policial que suministró tal versión.

4)- Censura la actitud de los abogados nombrados de oficio, cuyo discurrir relata paso a paso y de los cuales, afirma que no presentaron alegato alguno o la interposición de un recurso, menos, la petición de pruebas para refutar las que se arrimaron en contra del sindicado, para asumir de manera técnica el encargo que se les hizo. Destaca la forma en que se esgrimieron diferentes argumentos para ser separados del proceso, razón por la cual fueron tres (3) los defensores de oficio que intervinieron en el trámite.

5)- Sobre los funcionarios de instrucción, aduce que debieron ser más exigentes al momento de decretar y valorar pruebas, ya que no aparece ninguna relacionada a favor de los implicados, como solicitar a la oficina correspondiente la expedición de los documentos sobre la propiedad de los semovientes, dado que estaba en entredicho y por consiguiente, se debió obrar en forma diversa para la entrega de las reses. 

Acto seguido, el actor, procede a desarrollar extensamente los puntos antes tocados, con trascripción de abundante jurisprudencia que utiliza como refuerzo de sus argumentos, para solicitar entonces, que se ampare el derecho al debido proceso de DANIEL DE J. PÉREZ NARANJO, por encontrar una vía de hecho, por falencias referidas a la falta de defensa técnica y de investigación integral; igualmente, a la igualdad. En consecuencia, pide que se ordene continuar con el proceso penal a partir del cierre de investigación y conceder la libertad del señor PÉREZ NARANJO, para lo cual previamente se deben dejar sin efecto las sentencias de primera y segunda instancias proferidas por los Juzgados accionados.

Antes de concluir, el profesional que representa los intereses del sentenciado, manifiesta que interpone la acción, a pesar de conocer la posición jurisprudencial que sostiene que la misma sólo debe operar cuando el sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa, o si las vías existentes resulten ineficaces para lograr la protección invocada. En ese sentido, colige que al no contemplar y no existir otro mecanismo de defensa judicial, se estaba causando un perjuicio irremediable.  

2.- Contestación

Por parte de los titulares de los Juzgados Promiscuo del Circuito de Quinchía y Promiscuo Municipal de Guática, así como de la Fiscalía 12 Local con jurisdicción en ambas localidades, se presentó escrito mancomunado del cual se extrae:

1) Para la época en que se tramitó el proceso ninguno de los funcionarios actuales se desempeñaba como titular en los despachos accionados; por ende, se atienen a lo que se pruebe en este trámite; 2) No era cierto que el accionante hubiera estado desprovisto de defensa técnica, dado que estuvo asistido inicialmente en el Municipio de Jardín (Ant.) por un Defensor Público, y al ser remitida la actuación a la localidad de Guática (Rda.), le fue designado defensor de oficio y ante la subsiguiente renuncia de éste, se le nombró otro defensor de oficio. Así, las actuaciones y decisiones que afectaban al señor PÉREZ NARANJO se surtieron de manera oportuna con tres -3- profesionales del derecho; 3) No se vulneró el principio de la doble instancia y si los defensores no hicieron uso de los recursos, tal omisión es solamente atribuible a ellos y no a los funcionarios judiciales que tuvieron a su cargo el desarrollo del debate procesal, como tampoco lo puede ser, el hecho de no haber solicitado la práctica de pruebas de manera oportuna; 4) El decreto de pruebas de manera oficiosa, obedece a un deber–poder del funcionario, tal como se ha reconocido por la Corte Suprema de Justicia. Si el juez o el funcionario instructor considera probado un hecho porque están convencidos de su realidad, no se encuentran atados necesariamente al decreto oficioso de pruebas, como lo pretende el demandante; 5) En la valoración probatoria, el funcionario debe realizar una operación lógica para llegar a la certeza necesaria para fundamentar sus decisiones. A tal certeza se llega por medio de la teoría del conocimiento que contempla varias etapas: una de ignorancia, una de duda, una de probabilidad; y, finalmente una de certeza. Por manera que si el proceso sólo proporciona una verdad y sobre ella debe tomar el funcionario su decisión, la  discusión entre verdad real y verdad procesal tácitamente propuesta por el accionante, resulta inoperante; 6) Destacan que fueron cuatro -4- los funcionarios que conocieron del proceso (dos fiscales y dos jueces), quienes arribaron a la misma conclusión respecto de la idoneidad de la prueba arrimada al infolio, con lo cual se formuló la resolución de acusación al procesado y se le condenó mediante sentencias de primera y segunda instancias. Con ello, se desvirtúa la afirmación sobre la vulneración del principio de la investigación integral, que en concepto de los accionados, es como si se dijera que todos, incurrieron en una conducta de prevaricato por omisión. La actividad probatoria no corresponde de manera exclusiva ni al Fiscal, ni al Defensor ni al Juez, pues intervienen también el Ministerio Público y el perjudicado con el ilícito, quienes por demás, tampoco solicitaron la práctica de medio probatorio alguno, lo que significa que la actuación estuvo regida conforme a la Ley y al acervo probatorio arrimado a la foliatura, se estimó suficiente para afincar la condena, sin olvidar que la prueba debió ser pertinente, conducente, lícita y eficaz, sin desconocer que debió pasar por el tamiz de la valoración conforme a las reglas de la sana crítica.

Se refieren enseguida a las posibilidades jurisprudenciales para que se configure una vía de hecho en relación con las decisiones judiciales, argumento utilizado por el abogado demandante, sin que exponga de cuál falencia se trata, por lo que  hacen precisiones del siguiente tenor: No se presentó un defecto procesal porque los fiscales, ni los jueces intervinientes se ciñeron a la Ley en todo momento; no hay defecto orgánico de competencia dado que todos los funcionarios que actuaron en el trámite, lo hicieron dentro de su ámbito de competencia; tampoco se presentaba uno de índole fáctica por dejar de practicar pruebas absolutamente conducentes y pertinentes, habida cuenta de no haberse pedido por los sujetos procesales, ni dejaron de valorar probanzas fundamentales obrantes en la foliatura y mucho menos se observa una evidente contradicción entre los datos fácticos del proceso y las decisiones adoptadas; no se presentaba un defecto material o sustantivo, dado que hubo adecuada fundamentación jurídica y las disposiciones aplicadas no eran inconstitucionales, no se demostró una incompatibilidad manifiesta entre los fundamentos jurídicos y las determinaciones tomadas, ni una violación directa e inmediata de un derecho fundamental del actor; y, finalmente no había una vía de hecho inducida por la actuación inconstitucional de otros órganos estatales.

En otro aparte de la respuesta, se hace mención de los requisitos existentes para la procedencia de la acción de tutela, de los cuales en cuanto hacía con lo referido a “que la amenaza o violación se produzca por acción u omisión”, se dio que no había conducta imputable a los funcionarios intervinientes, que diera lugar a la acción. Sobre otra de las exigencias, relacionada con la existencia de otros medios de defensa judicial, se manifestó que el sentenciado interpuso de manera oportuna el recurso de apelación contra el fallo de primera instancia, que fue confirmado por el ad-quem. Se hace especial referencia a que si lo que se pretendía era la protección inmediata de un derecho fundamental, no se entiende la razón para haber dejado transcurrir más de un año desde la ejecutoria de la sentencia confirmatoria de la condena impuesta. Ello demostraba la búsqueda desesperada de una satisfacción tardía a la pretensión de obtener la libertad, lo cual era comprensible en un ser humano que obró conforme a su libre albedrío, pero que no quedó satisfecho con la actuación de los defensores que le asistieron, ni con las decisiones proferidas por los funcionarios que conocieron el asunto.

Solicitan con fundamento en las anteriores disquisiciones que la tutela fuera negada por ser improcedente.     

3.- TRÁMITE 

Se realizó inspección judicial al expediente original que reposa en el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática (Rda.). También, fue vinculada la Fiscalía Doce (12) Local  de Guática y Quinchía (Rda.), autoridad que adelantó la etapa de la investigación.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA: 

4.1. Competencia.

Es esta Sala la competente para fallar la acción de tutela incoada, de conformidad con las reglas establecidas en el Decreto 1382 de 2000, en cuanto la misma se dirigió contra autoridades judiciales con asiento en este Distrito Judicial, respecto de uno de los cuales, es decir, el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), esta Corporación actúa como su superior funcional en asuntos de índole penal, como el que se ha presentado por parte del actor.

4.2. Problema jurídico planteado.

La Sala debe dilucidar si con las actuaciones surtidas en la Fiscalía y en los Juzgados accionados dentro del proceso penal adelantado en contra del señor DENIEL DE JESÚS PÉREZ NARANJO y otro, se presentó la vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso, en los términos señalados en la demanda.

4.3.. Procedibilidad de la acción.

Una primera apreciación que debe hacer esta colegiatura como Juez Constitucional de primera instancia, es hacer claridad sobre la evolución jurisprudencial acontecida respecto de la procedencia de la acción de tutela en contra  de decisiones judiciales. Si bien en un principio, la Corte Constitucional habló de las vías de hecho, hoy por hoy, ese término ha sido superado por resultar restrictivo al no permitir la inclusión de otras falencias detectada en las actuaciones judiciales, que exigían su corrección por intermedio de este trámite excepcional; pero además, por constituir un término peyorativo respecto de la actividad cumplida por los dispensadores de justicia. Es así como en la actualidad, se precisa también la concurrencia de otras circunstancias que por decirlo de alguna manera, justifiquen la intromisión del Juez en sede de tutela, dentro de los procesos tramitados por sus falladores naturales, las cuales se han denominado causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales.  Baste mirar al respecto, por ejemplo, lo manifestado en la siguiente cita jurisprudencial contenida en la reciente Sentencia T-102 del 16-02-2006, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, del siguiente tenor:
Sobre esta modalidad de defectos afirmo esta Corporación:“[e]stos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales
”. (Subrayas fuera de texto) 

Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias, la violación de la Constitución por parte de la providencial judicial examinada. Y segundo, se abandona la verificación mecánica de la existencia de tipos de defectos o de vías de hecho, por el examen material de las mencionadas causales de procedibilidad referente a la idoneidad para vulnerar la Carta de 1991. 

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, los siguientes:

1. Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

2. Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

3. Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

4. Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

5. En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

6. Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

No basta, entonces, que la providencia judicial atacada en sede de tutela presente uno de los defectos materiales anteriormente señalados, también se requiere la concurrencia de los requisitos de procedibilidad definidos por la jurisprudencia de esta Corporación para que prospere la solicitud de amparo constitucional.
Aclarado lo anterior, debe entrar la Sala a dilucidar si la acción presentada contra varias decisiones judiciales (resolución que ordenó el cierre de la investigación, resolución de acusación y sentencias de primera y segunda instancias) reúne las características arriba anotadas, que permitan legitimar su procedibilidad.

Así, se tiene que lo primero a tocar, será la relevancia constitucional del presente asunto. Para ello, habrá que recordar, de la mano de la providencia anteriormente citada, que tal criterio tiene relación directa con el debido proceso constitucional, integrado básicamente por dos componentes: 

En palabras de la Corte, el debido proceso constitucional - art. 29 CN -, aboga por la protección de las garantías esenciales o básicas de cualquier proceso. En criterio de la Corte, tales garantías esenciales son el derecho al juez natural
; el derecho a presentar y controvertir las pruebas; el derecho de defensa –que incluye el derecho a la defensa técnica-; el derecho a la segunda instancia en el proceso penal; el principio de predeterminación de las reglas procesales o principio de legalidad; el derecho a la publicidad de los procesos y decisiones judiciales y la prohibición de juicios secretos. En una decisión posterior la Corte Constitucional precisó el alcance del debido proceso constitucional es el siguiente sentido:

De ello se sigue que, salvo desvíos absolutamente caprichosos y arbitrarios –inobservancia de precedentes o decisiones carentes de justificación o motivación jurídica-, sólo serán objeto de revisión aquellas decisiones judiciales que no consulten los elementos del debido proceso constitucional y, en particular, que conduzcan a la inexistencia de defensa y contradicción dentro del proceso. Es decir, aquellas decisiones que anulen o restrinjan, de manera grave, el equilibrio procesal entre las partes; lo anterior equivale a decir que el juez de tutela debe proteger a la parte procesal que ha quedado indefensa frente a los excesos del juez ordinario (negrillas dentro del texto)
  

Se concluye, entonces, que sólo aquellas vulneraciones comprometedoras de contenidos constitucionalmente protegido de este derecho podrán ser examinadas en sede de tutela.
En ese entendido, resulta evidente que uno de los componentes de la acción, se centra en censurar la actuación de quienes ejercieron la labor defensiva (ausencia de defensa técnica) en el proceso y, por ende, se dirá que tal requisito de procedibilidad está superado.

En cuanto al agotamiento de los medios ordinarios de defensa judicial, es una exigencia satisfecha, habida cuenta que la sentencia condenatoria fue apelada por el procesado, razón de ser del pronunciamiento del superior funcional del Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.).

Empero, no ocurre lo mismo en lo que respecta con el factor inmediatez, conclusión a la cual se llega al examinar el lapso que se dejó transcurrir entre el momento en que se profirió la providencia de segunda instancia con la cual finiquitó el proceso, la cual tuvo su origen en el recurso de apelación presentado y sustentado por el mismo señor PÉREZ NARANJO, y el momento en que se pide el amparo constitucional. Así las cosas, si se tiene en cuenta que el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) está fechado el treinta (30) de marzo de dos mil cinco (2005), y la demanda es presentada para ser sometida al reparto correspondiente el pasado veinticuatro (24) de abril del año que avanza, permea que más de un (1) año transcurrió entre uno y otro suceso, por tanto, es dable colegir con bastante probabilidad de acierto, que el trasfondo de la acción constitucional, tal como lo dejan entrever los funcionarios accionados, no es otro que pretender recobrar la libertad, de la cual fue privado el sentenciado, en cumplimiento de la sentencia condenatoria con efectos de cosa juzgada que hoy milita en su contra.

Lo anterior, sería suficiente para que por parte de la Sala, se negara la tutela por improcedente, ya que como se vio, no se reúne ese especial requisito de la inmediatez. No por ello, dejará de analizar la Sala los restantes motivos de fondo que contiene la demanda, pues tampoco se observa vocación de prosperidad en ellos con fundamento en el nuevo pronunciamiento de la Corte Constitucional en lo que hace a las tutelas contra providencias judiciales, y diremos porqué:

4.4  Solución al debate presentado.
4.4.1. Sobre la falta de defensa técnica.  
En lo concerniente con la pretendida ausencia de defensa técnica, no se encuentra en la foliatura revisada que el señor PÉREZ NARANJO ni el otro procesado estuvieran desprovistos de esta especial garantía.

En todo momento, el hoy accionante estuvo asistido de un profesional del derecho para representar sus intereses, inicialmente uno vinculado a la Defensoría del Pueblo del Departamento de Antioquia, quien al ser trasladado el expediente a la localidad de Guática (Rda.) argumentó que no se le había renovado el contrato con tal entidad y que en consecuencia no podía seguir con la defensa de los implicados -existía otro procesado de nombre FERNANDO ANTONIO GALLEGO RAMÍREZ-. Acto seguido, se procedió a nombrar a otro togado y ante la renuncia de este por manifestar que tenía más de tres (3) defensas a cargo, se procedió a designar un nuevo defensor de oficio. Aquí es necesario resaltar que así se hubiere afirmado de manera errónea en el escrito signado por el segundo apoderado, que había sido nombrado única y exclusivamente para la indagatoria, es un asunto irrelevante al fin y al cabo, habida cuenta que con el sólo hecho de presentar las constancias de llevar tres (3) procesos de manera oficiosa, era causal suficiente para solicitar que se le relevara del encargo conferido.

Estudiada detenidamente la foliatura, mediante la inspección judicial practicada, salta a la vista que los abogados que representaron al señor PÉREZ NARANJO estuvieron pendientes de la actuación adelantada, al punto que desde el momento de comunicarse la resolución que dispuso el cierre de investigación, las notificaciones de las decisiones adoptadas, en cuanto a este sujeto procesal, se realizaron de manera personal. Así ocurrió respecto al cierre, notificado el veintiséis (26) de febrero de dos mil cuatro al citado profesional; igual aconteció con la providencia que calificó el mérito del sumario con resolución de acusación y con la comunicación donde se le informaba que quedaba a su disposición por el término de quince (15) días el proceso en el Juzgado del Conocimiento; de igual manera la citación para la audiencia preparatoria a celebrarse en el Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.). 

Ante la renuncia presentada por el letrado, se nombró a otro abogado, quien de manera similar estuvo presente en la diligencia de audiencia preparatoria, así como intervino en la audiencia pública donde previo el aporte de sus argumentos, solicitó la absolución de sus defendidos. Una vez proferida la sentencia condenatoria, la notificación al defensor de oficio también se hizo de manera personal –de idéntica manera se notificó el procesado, quien además interpuso y sustentó el recurso de apelación-. Finalmente, también fue notificado personalmente el defensor de oficio, sobre el contenido de la decisión de segunda instancia. 

De lo anterior, no se puede desprender que el proceso fuera desatendido, como ocurre por ejemplo cuando las notificaciones de las principales decisiones se deben realizar de manera subsidiaria, dado que como aquí aconteció, los abogados que actuaron, comparecieron a los despachos judiciales y de manera personal se enteraron del contenido de las providencias y de conformidad con la manera como apreciaban el caso, reaccionaron frente a las mismas de manera pasiva.

En este punto, vale la pena advertir que la actuación del abogado no está circunscrita a parámetros definidos; esto significa, en términos simples, que su estrategia puede desarrollarse de forma activa (v.gr. interponiendo recursos, presentando alegatos, etc) o de forma pasiva (guardando silencio cuando considere que de hacer lo contrario podría agravar las condiciones de su prohijado).

En un asunto de tutela de connotaciones similares, esta Sala de Decisión, con ponencia de quien realiza igual labor, refirió: 

Ahora, el no haberse apelado las decisiones interlocutorias y la sentencia condenatoria por parte de la defensa no significa que esté viciada la actuación o que por vía de tutela se pueda analizar de fondo el asunto. Esto último tiene sentido al haberse establecido en la legislación colombiana la posibilidad de recurrir las decisiones judiciales, lo cual contrasta abiertamente con la obligatoriedad que sí caracteriza a otros actos (vg. acudir todos los sujetos procesales a la audiencia pública, estar acompañado el procesado de su defensor en las diligencias, entre otros).   

El comportamiento contumaz del accionante, por demás, impidió hacer más dinámica la controversia probatoria y eso no puede ser ahora argumento para demeritar el trámite de instancia y el fallo de condena mediante la utilización indiscriminada de la acción de tutela. Además, recordemos que la Fiscalía y el Juzgado fueron consecuentes con los mandatos del Código de Procedimiento Penal al notificarle todas las decisiones al abogado defensor y al dirigir comunicaciones a la casa donde residía el incriminado (vg. fls 50 y 74 del cuaderno inspeccionado).
 
Debe decirse, que solamente con la afirmación del togado que ahora interpone la acción en cuanto debió procederse de tal o cual manera por parte de quienes en su momento ejercieron la defensa de su ahora prohijado, no es factor que per se  permita invalidar por este medio la actuación anteriormente surtida. Ese entendimiento se encuentra respaldado con la reciente interpretación que ha dado la Corte Constitucional sobre tan sensible tema, pues se asegura que la mera comprobación de una deficiente defensa técnica no es suficiente para fundar la anulación del procedimiento. Al respecto textualmente se dijo: 

Es necesario establecer si la falta de defensa técnica tuvo o puede haber tenido un efecto definitivo y evidente sobre la decisión judicial (…) no basta con demostrar que el defensor de oficio no cumplió a cabalidad con sus deberes profesionales, sino que es indispensable establecer si tal inactividad condujo a su vez a que el funcionario judicial adoptase una decisión que puede ser considerada una vía de hecho. En otras palabras, si a pesar de la deficiencia que presentó la labor desempeñada por un abogado de oficio, la decisión judicial fue adoptada por un funcionario competente, se respetaron todas y cada una de las etapas procesales correspondientes, se aplicó la legislación penal más favorable, las pruebas fueron debidamente aportadas al proceso y las partes contaron con la oportunidad para interponer los recursos legales pertinentes, no es posible aducir que la decisión judicial adoptada constituya una vía de hecho. En palabras de la Corte “si las deficiencias en la defensa del implicado no tienen un efecto definitivo y notorio sobre la decisión judicial o si no apareja una afectación ulterior de sus restantes derechos fundamentales, no podría proceder la acción de tutela contra las decisiones judiciales del caso”.

Lo anterior, cobra relevancia si se tiene en cuenta que la pretendida falencia de los defensores se relaciona sobre todo en no buscar los medios probatorios que permitieran corroborar la versión del ahora accionante de estar atado para el momento en que arribó la autoridad, narración a la que ninguna credibilidad se le dio por los funcionarios judiciales, al punto que por ejemplo, en la sentencia de segunda instancia se le tildó de fantasiosa y sin ningún respaldo probatorio.

4.4.2. Sobre el Defecto fáctico

Encuentra la Sala que otro de los aspectos que aborda el profesional del derecho en su demanda, es precisamente lo relacionado con un defecto fáctico, merced al señalamiento que hace respecto de la omisión de práctica de pruebas de manera oficiosa por parte de los fiscales y jueces que tramitaron el proceso. Lo planteado al punto, no puede ser admitido como una omisión atribuible a los diferentes funcionarios que conocieron el proceso penal adelantado en contra del señor DANIEL DE JESÚS PÉREZ NARANJO por la conducta punible de hurto agravado. Se dice así, en el entendido que la facultad oficiosa para decretar pruebas, es una de aquéllas intrínsecas y colaterales de la percepción misma que el administrador de justicia tenga sobre determinado asunto. Mutatis mutandi  la decisión de ordenar la práctica de un medio probatorio o abstenerse de hacerlo, está íntimamente relacionada con la necesidad que tal funcionario encuentre para proceder en alguna de las direcciones señaladas, de tal manera que no es factible, en principio, conminarlo para que proceda en uno u otro sentido si tal necesidad del medio probatorio no se advierte evidente.

Lo que se acaba de afirmar encuentra amplio respaldo no sólo en la propia Constitución Política, sino en el entendimiento que su máximo intérprete le ha dado a la autonomía e independencia judicial, plasmado por ejemplo, en el siguiente pasaje:

Así entonces, para sustentar el fundamento de las distintas decisiones, los jueces dentro de la órbita de sus competencias, son autónomos e independientes y en sus providencias “sólo están sometidos al imperio de la ley (art. 230 C.P.)” 
, gozan de la potestad de valorar las pruebas allegadas al proceso de acuerdo a las reglas de la sana crítica y según los parámetros de la lógica y la experiencia. El reconocimiento de esa discrecionalidad no significa que el juez esté facultado para decidir arbitrariamente el asunto sometido a su consideración, pues la libertad en la valoración probatoria está supeditada a la Constitución y la ley. 

De todas maneras, la Sala entiende que la situación que relata el profesional que representa al accionante, no encuentra acomodo en lo que se ha considerado el defecto fáctico como fuente de la intervención del juez de tutela. Tal connotación está ligada a la actitud tozuda de quien niega la práctica de la prueba, le da un valor que no corresponde o peor aún, sustenta su determinación en una probanza que no tiene validez o es inexistente. Ese concepto se encuentra desarrollado en la Sentencia T-109 del 10-02-2005, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra: 

Defecto fáctico. Reiteración de jurisprudencia.

En múltiples oportunidades, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela sólo procede respecto de valoraciones probatorias realizadas por los jueces, cuando la misma aparece de una manera manifiestamente irrazonable y ostensible.  Así mismo, la valoración debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia. Lo contrario desconocería el carácter subsidiario del amparo e invadiría la órbita de la competencia y la autonomía de que son titulares las otras jurisdicciones.

En este orden, esta Corporación ha indicado que procede la tutela contra providencias judiciales por defecto fáctico
, en los casos en los cuales la violación de la Constitución y la afectación de derechos fundamentales es consecuencia de graves problemas relacionados con el soporte fáctico de los procesos resultando  “incuestionable que el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión”, lo cual puede configurarse en los eventos en que (i) un medio probatorio que determina el sentido de un fallo no ha sido considerado en la decisión; (ii) se presenta una ausencia absoluta y definitiva de pruebas; y (iii) la providencia está afectada por una incongruencia evidente e incuestionable entre los hechos probados y el supuesto jurídico o de la violación considerable del procedimiento.

Así las cosas, la jurisprudencia ha concretado tres tipos de defectos fácticos: (i) defecto fáctico por la omisión en el decreto y práctica de pruebas; (ii) defecto fáctico por la no valoración del acervo probatorio; y (iii) defecto fáctico por la valoración defectuosa del material probatorio. Todos estos casos implican, necesariamente, que se trate de pruebas determinantes en el proceso.

Sobre cada uno de los supuestos del defecto fáctico, la Sentencia T-461 de 2003  expresó:

“En la primera hipótesis el funcionario judicial omite decretar y practicar las pruebas conducentes y pertinentes para adoptar la decisión, teniendo como consecuencia impedir la adecuada conducción del proceso, respecto de algunos hechos demostrables para la solución del asunto que se debate.

En la segunda, el funcionario judicial cuenta con los elementos probatorios, pero omite considerarlos, no los tiene en cuenta para fundar la decisión respectiva y, analizado el caso concreto, el juez de tutela concluye que de haberse realizado su valoración, la determinación variaría sustancialmente. 

En la tercera hipótesis la autoridad pública actúa en contra de la evidencia probatoria, se separa de los hechos probados y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico que se debate.” 

Ahora, la Sala precisa que si bien el respeto a la autonomía judicial hace que se permita que los jueces valoren libremente el acervo probatorio dentro de las normas de la sana crítica, el valor normativo de la Constitución conlleva de manera ineludible que la falta de consideración de un medio probatorio, si éste tiene “la capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo”
, haga procedente la acción de tutela contra la providencia judicial respectiva. 
En el subjudice, se tiene que en primer lugar, los medios probatorios a los que se hace alusión en la demanda (relacionados con la versión del procesado de encontrarse atado y ser objeto del accionar de terceros; no establecerse con certeza la propiedad de los vacunos encontrados; y no efectuarse un reconocimiento en fila de personas) no sólo nunca le fueron solicitados a los funcionarios judiciales que trasegaron el expediente, sino que es de entenderse que si el juez o el funcionario instructor consideraron probado un hecho porque estaban convencidos de su realidad, no se encontraban necesariamente atados al decreto oficioso de pruebas como lo pretende el demandante. 

Es cierto que las decisiones judiciales ahora censuradas por este inusual mecanismo, no se fundamentaron en una prueba directa sobre la responsabilidad de los procesados, pero no lo es menos que las inferencias lógicas que se realizaron respecto de la probanza indirecta o indiciaria, tuvieron la suficiente motivación y fundamentación que permitieron sobre ellas edificar la sentencia condenatoria. De todas formas, no se puede desconocer que contrario a lo manifestado por la parte accionante, lo relacionado con la intervención procesal de los policiales que participaron en el procedimiento de aprehensión de los enjuiciados y recuperación de los semovientes, no puede catalogarse como un informe de inteligencia, sino que por el contrario se trató en primer término de un informe policial que relató lo acontecido y, en segundo lugar, se logró la ratificación de todas y cada una de las personas que allí participaron, quienes de forma conteste relataron lo acontecido, en detrimento de las frágiles exculpativas a las que hizo alusión el hoy sentenciado PÉREZ NARANJO.

Si tales medios de convicción generaron la certeza requerida para proceder en esa dirección y el discernimiento que se llevó a cabo por ambas instancias se observa al menos razonable, independientemente de que se comparta o no, no se puede llegar a tachársele de un proceder arbitrario o incoherente con la realidad procesal. En esas condiciones, no hay lugar a solicitar que por parte del Juez de tutela se cuestione la manera como los funcionarios de los despachos accionados llegaron a esa conclusión. En estos términos, no puede fructificar la acción constitucional en lo que a este acápite se refiere.

Con fundamento en lo anterior, encuentra la Sala que el ataque formulado por este medio excepcional contra las decisiones adoptadas dentro del proceso penal adelantado en contra del señor PÉREZ NARANJO, no prospera y deberá ser declarada improcedente también por este específico aspecto.

5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

Falla: 

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por intermedio de apoderado, por el ciudadano DANIEL DE JESÚS PÉREZ NARANJO.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           
 
  IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

La Secretaria de la Sala, 

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� C-590 de 2005.


� Sobre este derecho y su configuración constitucional, ver sentencia SU-1184 de 2001.


� Sentencia T-685 de 2003.


� Ha expresado claramente la jurisprudencia: “Para el tema concreto planteado, esto es, la presunta violación al derecho a la defensa, no es suficiente extrañar que el defensor no haya pedido pruebas, o que no hubiera interpuesto recursos, o que no se hubiera notificado personalmente de las decisiones. Es necesario que se demuestre que con esa actitud se dejaron de allegar elementos de juicio fundamentales para la decisión, o que no obstante ser evidente que los intereses del procesado se lesionaron, no hubo una oportuna impugnación.


(...)


la actitud pasiva del defensor no es en si misma indicativa de ninguna irregularidad, pues como lo ha reiterado la jurisprudencia, hay casos, y este podía ser uno de ellos, en donde la mejor defensa es dejar que el Estado asuma toda la carga de la prueba, ante la evidencia de que las que se pidan perjudiquen al acusado; o en donde no conviene recurrir dado el acierto indiscutible o la generosidad del fallador. Esos pueden ser también méritos de una buena defensa, y demostración de un comportamiento ético y serio de un buen abogado....- C.S.J. M.P. Dr. Ricardo Calvete Rangel – Radicación 13029 – 11-08-98.





� Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal. Sentencia de tutela de Julio 1 de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-28, enero 20 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Ver entre otras la sentencia T-073 de 1997, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Cfr. Sentencia T-066 del 28-01-2005 M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil.


� Consultar las Sentencias T-235 de 2004, T-461 de 2003. T-960 de 2003, T-996 de 2003, SU 132 de 2002, SU 159 de 2002, T-550 de 2002, SU 159 de 2002, SU 132 de 2002, SU 159 de 2002, T-550 de 2002 Su 159 de 2002, T-450 de 2001, T-526 de 2001, T-1001 de 2001 T-442 de 1994,T-213 de 2000.


� Ver sentencia T-025 de 2001.
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